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Accionante: Joaquín González de Ciro  

Accionado: Unidad de Víctimas 

Decisión: Confirma


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO / RECONOCIMIENTO DE INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA ORDENARLO / CARGA PROBATORIA DEL ACCIONANTE. 
… la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo…
El Decreto 2591 de 1991 nada indica específicamente en cuanto a la formalidad probatoria en la acción de tutela, sin embargo en varios de sus apartes sí se refiere la necesidad de que se aporten para llevar al Juez al convencimiento de la realidad procesal, por ello es que el accionante está en el deber de allegar al proceso todo aquello que considere pertinente y conducente para demostrar sus dichos. 

Así lo ha indicado el Órgano de Cierre en materia constitucional, al dejar por sentado que en el trámite tuitivo opera el principio de onus probandi incumbit actori…
… es pertinente recordar que en términos generales, la acción de tutela no es la vía para que las personas obtengan el reconocimiento y pago de la indemnizaciones administrativas como víctimas de la violencia, en especial porque en ese tipo de casos hay un considerable número de personas esperando su turno y realizando los trámites correspondientes para que la UARIV resuelva su situación, por lo que permitir que lo deprecado se otorgue en sede de tutela, indudablemente repercutiría en la vulneración de los derechos de terceros que se encuentran realizando trámites y esperando su turno para ser atendidos por la entidad accionada.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Personero Municipal de Dosquebradas, Rogelio Cuellar Ramírez, agente oficioso del señor JOAQUÍN GONZÁLEZ CIRO, en contra de la sentencia de tutela proferida por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas el 4 de diciembre de 2019, mediante el cual negó la solicitud de amparo constitucional reclamada por el recurrente en contra de la Unidad de Víctimas UARIV.  
ANTECEDENTES:

Manifestó la accionante que el señor Joaquín González de Ciro se encuentra incluido en el Registro Único de Víctimas, por el hecho victimizante de desplazamiento forzado. Que sufrió un atentado que le ocasionó como secuela una paraplejia espástica, discopatía degenerativa, trauma cervical y cuerpo extraño –bala- en “orogarigne”. Que tiene 66 años de edad, y su familia está integrada por su esposa, dos hijos y un nieto. Que el 23 de abril de 2019 radicó una solicitud de reconocimiento de indemnización adminsitrativa. Que a la fecha no le han dado respuesta de fondo al respecto. Que desde el año 2015 le suspendieron la entrega de ayudas humanitarias. 
PRETENSIONES:
De acuerdo con los hechos relacionados atrás, el accionante pidió la protección de los derechos fundamentales a la salud, seguridad social y otros del señor Joaquín González de Ciro, y en consecuencia, se ordene a la UARIV que profiera acto administrativo en el que decida de fondo la solicitud de indemnización administrativa elevada por el accionante. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 

El Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas avocó el conocimiento de la actuación el 20 de noviembre de 2019, en dicha disposición ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la UARIV para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción.   

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de instancia decidió mediante sentencia del 4 de diciembre de 2019 negar la querella de amparo solicitada, puesto que en el devenir de la actuación se logró demostrar que la Unidad de Víctimas le dio respuesta de fondo a los planteamientos del actor.
IMPUGNACIÓN:

Inconforme con lo decidido por el A Quo, el accionante presentó en término un memorial de impugnación en el que expuso que la Juez A Quo no tuvo en consideración que el señor Joaquín es un sujeto de especial protección constitucional, además, él requiere garantizar su derecho al mínimo vital, pues hay días en que no tiene comida ni manera de sufragar sus gastos básicos, encontrándose en una situación de marginalidad. En ese orden, pidió que se ordene priorizar el pago de la indemnización, materializando el mismo de manera inmediata.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017.

2. problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si como afirma la parte accionante, la UARIV ha desconocido los derechos fundamentales invocados en su petición inicial, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente. 
3. Solución:  

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

Deberes probatorios y carga de la prueba en sede de tutela:

El Decreto 2591 de 1991 nada indica específicamente en cuanto a la formalidad probatoria en la acción de tutela, sin embargo en varios de sus apartes sí se refiere la necesidad de que se aporten para llevar al Juez al convencimiento de la realidad procesal, por ello es que el accionante está en el deber de allegar al proceso todo aquello que considere pertinente y conducente para demostrar sus dichos. 

Así lo ha indicado el Órgano de Cierre en materia constitucional, al dejar por sentado que en el trámite tuitivo opera el principio de onus probandi incumbit actori:

“Por regla general, la carga de la prueba le corresponde a las partes, quienes deben acreditar los hechos que invocan a su favor y que sirven de base para sus pretensiones. Este deber, conocido bajo el aforismo “onus probandi”, exige la realización de ciertas actuaciones procesales en interés propio, como la demostración de la ocurrencia de un hecho o el suministro de los medios de pruebas que respalden suficientemente la hipótesis jurídica defendida. De ahí que, de no realizarse tales actuaciones, según la jurisprudencia reiterada de esta Corporación, el resultado evidente sea la denegación de las pretensiones, la preclusión de las oportunidades y la pérdida de los derechos.”

“De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente la transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. (…). Así, en principio, quien alude un hecho tiene el deber de aportar los medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la prueba.”

En conclusión, aunque en materia de tutela la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente.

En el caso que nos concita, el accionante se limitó a manifestar que su representado ostenta una condición de desplazado por la violencia y que requiere la entrega inmediata de la ayuda humanitaria a la que considera tener derecho; y si bien se reconoce que este es un tema difícil para las personas que han sido víctimas de estos lamentables sucesos, que incluso se reconocen como sujetos de especial protección constitucional (porque dicha calidad no la ostenta de manera exclusiva el titular de los derechos que aquí se reclaman), esto no quiere decir que la acción de tutela se convierta en un escenario subsidiario para reclamar los beneficios que ante la instancia administrativa respectiva no se han procurado, pues no puede considerarse esta especial acción como un mecanismo alternativo de los contemplados originalmente para esos fines.  

Por otro lado, tampoco puede inferirse que todas las víctimas gozan de los mismos derechos, pues hay criterios de priorización y análisis de los casos concretos y de las condiciones familiares y económicas que adelanta la entidad a efectos de evaluar cuáles son las necesidades de los usuarios, y de acuerdo con ello conceder las prerrogativas que se adapten a su especial situación.
Frente a lo anterior, si bien la Sala reconoce que existen ciertas personas que por sus condiciones particulares pueden ser considerados como sujetos de especial protección constitucional, como ocurre en el caso de las personas que han sido víctimas de desplazamiento forzado, ello no puede ser considerado como una excusa válida para decir que la acción de tutela deba ser convertida en un escenario subsidiario para reclamar los beneficios que son propios de otras instancias administrativas, dirigidas por autoridades ajenas a la judicatura, pues no puede considerarse esta especial acción como un mecanismo alternativo para resolver asuntos que tengan que ver con el ejercicio de trámites administrativos que no le conciernen. 

En consonancia con lo anterior, es pertinente recordar que en términos generales, la acción de tutela no es la vía para que las personas obtengan el reconocimiento y pago de la indemnizaciones administrativas como víctimas de la violencia, en especial porque en ese tipo de casos hay un considerable número de personas esperando su turno y realizando los trámites correspondientes para que la UARIV resuelva su situación, por lo que permitir que lo deprecado se otorgue en sede de tutela, indudablemente repercutiría en la vulneración de los derechos de terceros que se encuentran realizando trámites y esperando su turno para ser atendidos por la entidad accionada. 

Ahora, la Sala no desconoce que la situación narrada por el accionante puede tornarse compleja, sin embargo, ello no se traduce en que la jurisdicción constitucional esté facultada, bajo dicho argumento, para otorgarle derechos omnímodos a las personas de manera alternativa a las herramientas dispuestas por la ley para acceder a ese tipo de reconocimientos. 
En otras palabras, la situación del actor no puede convertirse en una carta blanca para acceder a sus pretensiones en sede de tutela, sino que es necesario que concurran otros factores como el perjuicio irremediable que se determina cuando se logre demostrar que las medidas requeridas para conjurar el supuesto menoscabo en los derechos fundamentales sean inminentes, urgentes e impostergables
. 

De acuerdo con lo anterior, no avizora esta Corporación que exista por parte de la accionada vulneración de los derechos fundamentales invocados por el accionante, lo que denota la improcedencia de la presente acción constitucional, razón por la cual se avalará la sentencia impugnada.
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, el 4 de diciembre de 2019, con ocasión de la acción de amparo promovida por el señor JOAQUÍN GONZÁLEZ CIRO en contra de la UARIV, de acuerdo con las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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